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Y VISTOS:




1. El síndico y sus letrados apelaron contra la resolución pronunciada a fs. 2193/2195, en cuanto dispuso la conclusión del concurso y el cese de las medidas restrictivas y cautelares vigentes contra la concursada, pero sin supeditarlo al pago de los honorarios regulados a su favor en la misma resolución.




Sostuvieron el recurso con el escrito agregado a fs. 2223/2225, respondido por la concursada a fs. 2231.




2. Cierto es que la L.C.Q.: 59 no dispone expresamente que la declaración de cumplimiento del acuerdo deba quedar condicionada, en cuanto a su ejecución, al pago de los honorarios que puedan regularse por las tareas desarrolladas con posterioridad a la homologación.




Sin embargo, no cabe duda que por tratarse de gastos de justicia preferentes (L.C.Q.: 240), los honorarios regulados por las labores desarrolladas en la etapa de cumplimiento del acuerdo deben estar satisfechos -o cuanto menos garantizados- para posibilitar la efectivización del levantamiento de las medidas restrictivas que afectan a la deudora. De otro modo,  no  habría "cumplimiento  total" en tanto todavía existirían pasivos.




Por lo demás, esa solución está prevista por la ley concursal para los casos de levantamiento de la quiebra sin trámite (art. 96 tercer párrafo) y de avenimiento (art. 226 segundo párrafo). 




Por ende, dada la similitud de las situaciones, cabe aplicarla por analogía al supuesto de autos (conf. L.C.Q.: 293; Cód. Com., título preliminar, I; y Cód. Civ.: 16).  




De modo que cabe supeditar la ejecución de lo dispuesto a fs. 2195 (pto. 5 d y e) a que la deudora pague -o preste garantía suficiente- por los importes correspondientes a los honorarios pendientes de pago.




Los agravios progresarán en esos términos.




3. Por lo expuesto, admítese la pretensión recursiva con los alcances expuestos, con costas (CPr.: 69).




4. a) Al contestar el traslado de los fundamentos del recurso de apelación deducido por la concursada contra sus honorarios (fs. 2204), el síndico solicitó el testado de ciertas expresiones allí vertidas (fs. 2228 pto. V: 1, 2 y 3).




El funcionario consideró "desafortunada", "calumniosa" e "injuriosa" la referencia de la deudora en el sentido de que su parte "ha estado más preocupado por sus honorarios que en la realización diligente de las mandas del Tribunal".




b) El testado de frases reconoce apoyo normativo en las potestades disciplinarias otorgadas a los  jueces  por  el  CPr.: 35, 1, frente  a "toda frase injuriosa o redactada en términos indecorosos u ofensivos...", con la finalidad de mantener el "buen orden y decoro en los juicios".




Si bien resulta extremadamente delicado establecer con precisión los contornos de lo injurioso y ofensivo -dada la subjetividad involucrada en la cuestión-, el orden y respeto que debe imperar en el proceso impone que no se cometan excesos verbales que traspasen la comprensible vehemente defensa de los derechos involucrados. Ese es el límite que cabe procurar que las partes respeten.




En ese contexto, no parece que lo dicho por la deudora haya perseguido la finalidad de injuriar u ofender, motivo por el cual no se accederá al testado de frases pretendido. 




No obstante, cabe advertir a la concursada para que, más allá del énfasis y ahínco que pueda poner en la defensa de sus intereses, prescinda en el futuro de formular referencias que, como las vertidas, no guardan el debido respeto.




Así se decide.




5. Viene apelada la regulación de honorarios de fs. 2193/2195.




La fijación de honorarios por las tareas del síndico y sus letrados con posterioridad a la homologación del acuerdo y hasta la conclusión del concurso se encuentra prevista en la ley 19.551: 291, 1); situación que no está contemplada en la nueva ley 24.522. No obstante, dicho cuerpo legal prevé expresamente  la aplicación de aquella norma, según reza el art. 292 (conf. esta Sala in re: "Giunta Adolfo Antonio s/concurso preventivo", del 5/11/99; entre otros).




Ello sentado, atento la eficacia, extensión y complejidad de los trabajos cumplidos, y sobre la base del monto efectivamente pagado a los acreedores indicado por el “a quo” a fs. 2193/2195 –no impugnado por los recurrentes-; se confirman   respectivamente los honorarios regulados a favor del síndico, contador Wladimiro Glikin; y los sus letrados patrocinantes  doctores León Stein  y Betina  Stein.




6. Por las actuaciones de Alzada, que dieron lugar al adoptado precedentemente (sub. pto. 3)  pronunciamiento; considerando la labor profesional cumplida apreciada, por su calidad, eficacia y extensión; y considerando el interés económico comprometido; se fijan en TRESCIENTOS CINCUENTA PESOS ($ 350) y NOVECIENTOS PESOS ($ 900) respectivamente, los honorarios del síndico, contador Wladimiro Glikin, y los de su letrada patrocinante, doctora Betina Stein (L.C.Q.: 287 y Ley 21.839: 14 y 33) .




Devuélvanse las actuaciones sin más trámite al juez de grado, encomendándole el proveimiento de las diligencias ulteriores (CPr.: 36,1) y las notificaciones pertinentes.

